[image: image1.jpg]



Comunicación Social PVEM
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Senado de la República, a 03 de marzo de 2009
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL CUAL SE DEROGA LA FRACCIÓN I-B DEL ARTÍCULO 104 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL CAPÍTULO II, TÍTULO III, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ARTÍCULOS 63 Y 64).
En la actualidad, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 104, fracción I-B, de la Constitución, corresponde a los Tribunales de la Federación conocer de los recursos de revisión que se interpongan contra resoluciones definitivas de los Tribunales de lo Contencioso Administrativo, a que se refieren la fracción XXIX-H del artículo 73 y la fracción IV, inciso e) del artículo 122 constitucionales, pero sólo en aquellos casos en que así lo dispongan las leyes y conforme a los procedimientos que establezca la Ley de Amparo en relación con la revisión en amparo indirecto, sin que en contra de dichas resoluciones proceda juicio o recurso alguno.

En relación con el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, todavía hasta el año 2006 se consideraba al recurso de revisión como de naturaleza excepcional, pues sólo podían promoverlo las autoridades en determinados supuestos y cumpliendo con ciertos requisitos, prueba de ello es la jurisprudencia sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro establece: 

Revisión fiscal. Dada su naturaleza excepcional, es improcedente contra las resoluciones dictadas por el pleno o las secciones de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en ejercicio de su competencia originaria. 
Por otro lado, y en concordancia con lo anterior, el 27 de diciembre de 2006, se publicó en el Diario Oficial de la Federación una reforma al artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, según la cual las resoluciones que concluyan juicios o procedimientos en todas las materias, pueden impugnarse por la autoridad ante los Tribunales Colegiados de Circuito, con lo cual se impide que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa sea una etapa terminal y se provoca que se retrase más la resolución definitiva de los asuntos.

Por todo ello se propone la eliminación de la fracción I-B del artículo 104 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el Capítulo II, Título III, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo (artículos 63 y 64), suprimiéndose el recurso de revisión ante el Poder Judicial de la Federación, para que de esa manera sea en el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, donde quede la decisión final ante la impugnación de resoluciones y actos administrativos vía juicio contencioso administrativo.

Lo anterior deberá estar necesariamente acompañado de la previsión correspondiente en el sentido de que por regla general tampoco procederá el juicio de garantías en contra de las sentencias del Tribunal, a menos que el mismo se promueva porque exista algún planteamiento que involucre directamente una decisión sobre la constitucionalidad de las leyes, reglamentos y disposiciones de carácter general, caso en el cual corresponderá conocer del amparo directamente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

De esta forma se fortalecería la autonomía jurisdiccional deL Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, permitiéndosele cumplir plenamente con la misión constitucional que tiene encomendada, pues para que pueda considerarse que “dirime”, en toda la extensión del término, las controversias que se susciten entre la administración pública federal y los particulares, entonces sus resoluciones, por regla general, no deben ser materia de ulteriores medio de defensa.

Así, además se evitaría la llegada anual a los Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Administrativa, de un promedio de 20,000 asuntos en materia federal provenientes sólo del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y, armonizándose las legislaciones locales, dejarían de recibir otros 20,000 asuntos de los tribunales estatales de lo contencioso administrativo.

Lo anterior sería un importante paso para la Reforma del Estado en el rubro correspondiente al Poder Judicial, en donde se busca fortalecer al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, así como a los tribunales de los estados, limitando la procedencia del juicio de amparo directo como medio de defensa realmente extraordinario, postura que han defendido, entre otros, la actual Ministra de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Margarita Beatriz Luna Ramos.

Al ser el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa terminal en sus decisiones, se acortaría sustancialmente la prosecución del juicio contencioso administrativo.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a su consideración la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE EL QUE SE DEROGA LA FRACCIÓN I-B DEL ARTÍCULO 104 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL CAPÍTULO II, TÍTULO III, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ARTÍCULOS 63 Y 64).
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